DESPACHO POLÍTICO DEL CONFEDERAL CTA

La movilización popular que recorriera el año 2001 y que coronara más de dos décadas de resistencia, puso en crisis la hegemonía neoliberal en la Argentina. Estas circunstancias han sido simultáneas a un proceso similar que se ha manifestado en buena parte de América Latina. Venezuela, Brasil, Ecuador, Bolivia, Uruguay y la realidad permanente de la experiencia cubana son evidencias elocuentes respecto a un momento distinto y por cierto más favorable de la región. Se abrió a partir de entonces una nueva etapa política en nuestro país que, si bien signada por contradicciones, revela una y otra vez la vigencia de una conciencia popular que afirma condiciones para la construcción de una sociedad más justa. Es en este marco donde se inscriben las mejores definiciones del gobierno del presidente Kirchner, en términos de democratización institucional y de afirmación consecuente de las luchas históricas que nuestro pueblo planteara en favor de combatir la impunidad y garantizar la justicia. Nadie puede desconocer el hecho histórico que supuso transferir el máximo ícono del horror (la ESMA) de las manos de la Armada genocida, al pueblo argentino y a los organismos de Derechos Humanos. Hecho éste que alentó las masivas movilizaciones que a lo largo y a lo ancho del país se dieron en este histórico 24 de marzo. Es importante señalar, frente a esto, que los signos de avance que se observan en el campo institucional no encuentran traducción en las tendencias básicas que gobiernan el desempeño de la economía. Por cierto, no olvidamos ni dejamos de rescatar, algunas definiciones como la política de salario mínimo, los decretos parciales de aumento salarial o el incremento de los haberes jubilatorios.  Asimismo, la decisión de recuperar el Correo Argentino o el espacio radioeléctrico.  Entendemos, sin embargo,  que no estamos en presencia todavía de una estrategia de intervención orgánica sobre el funcionamiento económico tendiente a desmontar los lineamientos regresivos que se afirmaron a partir de la salida devaluacionista de la convertibilidad. Salida esta que, puesta en marcha en el marco del gobierno de Duhalde y capitaneada por aquellos segmentos del poder económico local que exhiben una fuerte inserción exportadora, sentó bases de mayor pobreza en nuestra sociedad  y mayor sobreexplotación de los trabajadores.

 Estamos convencidos que sin reformas económicas de fondo que permitan sustentar y profundizar los avances que se exhiben en el campo institucional, no sólo será difícil continuar en dicha senda, sino que le estaríamos otorgando a aquellos sectores que han hecho de la decadencia argentina la condición de su expansión y predominio, el tiempo y la posibilidad de volver a avanzar sobre las instituciones. Es en este marco donde deben inscribirse las presiones del FMI en favor de incrementar los pagos por deuda, las maniobras de retención de gas del oligopolio petrolero para fabricar una crisis energética ( reveladoras del fracaso absoluto del modelo privatista de los noventa), las demandas de los banqueros por reducir el impuesto al cheque y por mantener las condiciones de un sistema financiero que poco tiene que ver con las necesidades de nuestro desarrollo, las exigencias de los grupos concentrados para que los excedentes fiscales subsidien sus inversiones e, incluso, las estrategias de los autoritarios de la “mano dura” en el intento de capturar en favor de sus funestos objetivos la legítima demanda popular de vivir en una sociedad más segura. Siendo rigurosos en el análisis y asumiendo incluso el debate sobre esta última problemática, debe quedar claro que aquellas visiones fascistoides que asocian libremente la idea de seguridad con la sola consideración de la lucha contra el delito, pasan por alto el debate a fondo acerca del concepto mismo de seguridad. Una sociedad segura es aquella en la cual cada habitante puede decidir y desarrollar su “plan de vida”. Hacerlo supone que esa misma sociedad pueda garantizar el acceso al trabajo, a un ingreso digno, a la salud y a la educación. En ese marco la lucha contra el delito es una de las responsabilidades de la autoridad pública pero no la única y ni siquiera la más importante. Por lo tanto, y aún considerando seriamente la última demanda que la sociedad argentina ha instalado, seguimos sosteniendo que el imperativo ético y político de la etapa actual reside en la lucha contra la desocupación, el combate a la pobreza y a la desigualdad.

         Sabemos que estar en capacidad de sostener un proceso de transformación hacia condiciones de mayor justicia, requiere afirmar una fuerza con discurso-propuesta y organización suficiente como para hacerlo. Todos percibimos que ha sido y es la ausencia de dicha experiencia política lo que  termina haciendo descansar los mejores discursos y las mejores intenciones en las prácticas vetustas y corruptas de instituciones y estructuras partidarias que exhiben un absoluto compromiso con las tendencias regresivas y antidemocráticas que caracterizaron a la Argentina de las últimas décadas. Es en este sentido que en su Congreso del año 2002 nuestra Central planteara la necesidad impostergable de vertebrar un nuevo Movimiento Político, Social y Cultural en nuestro país. No como una salida inmediatista que supusiera la afirmación de candidatura alguna, sino como una apertura a la construcción con los diferentes actores sociales e institucionales de un nuevo proyecto de país así como también de las condiciones de movilización e institucionalidad popular que permitan hacerlo posible. Se trata de construir desde el campo popular una relación de fuerzas diferente que permita sostener otra forma de organización de la sociedad capaz de garantizar trabajo, salario digno, salud, educación, alimentos y vivienda para todos nuestros compatriotas.  Hablamos de construir una nueva coalición política y social representativa de los intereses de las mayorías populares que sustituya aquellas viejas corporaciones políticas cuyas prácticas han sido repudiadas por nuestra sociedad.  Un verdadero Movimiento Político, Social y Cultural de liberación que haga realidad los anhelos de justicia, democracia y soberanía enarbolados por nuestra Central y que anidan desde siempre en la mente y el corazón de nuestro pueblo.
         Conscientes de la etapa política que estamos transitando y en la decisión de aportar al objetivo de garantizar el logro de las expectativas populares, es que creemos indispensable poner en marcha el pleno ejercicio de la soberanía popular en dirección a promover una fuerte movilización y organización nacional que instale como inexorable, en base a una amplia unidad popular, aquel conjunto de definiciones que integran el tipo de sociedad que pretendemos construir los trabajadores y el pueblo argentino. 


En esta dirección creemos conveniente comenzar a confluir desde las diferentes organizaciones populares y en discusión incluso con aquellos sectores del gobierno nacional que alientan objetivos similares, la necesidad de promover un proceso de consulta popular que permita organizar y movilizar a la población con el objetivo de poder avanzar en:

· la distribución justa de los ingresos

· la reindustrialización

· la renacionalización de la infraestructura privatizada y del sistema financiero

· la autonomía nacional frente al FMI

· y en una nueva inserción regional que promueva la unidad latinoa-mericana ante el intento de los EEUU de afirmar el ALCA en la región.

La CTA no adscribe a una lectura ingenua del proceso político.  Reconoce su complejidad y asume el desafío de trabajar por la construcción de una amplia fuerza popular organizada como instrumento estratégico para librar con éxito la confrontación con el imperialismo y las clases dominantes.  Asumimos a pleno nuestra responsabilidad social e histórica, hasta implantar un proyecto de país que nos contenga a todos. 


En este sentido, estamos convencidos que la urgencia de la hora obliga a transitar tres ejes muy precisos.  Ejes que reconocen prioridades pero que suponen una expresa articulación. Refundar la Argentina requiere priorizar la distribución del ingreso para confrontar de manera inmediata con la desocupación, la pobreza y la desigualdad.  Exige autonomía nacional para consolidar un nuevo proyecto productivo, y reclama de un profundo proceso de democratización que transforme a la soberanía popular en la genuina garantía de la nueva etapa política que transitamos.  Cada uno de estos ejes remite a definiciones muy concretas que hacen a la presente etapa histórica. Estos son:

I. DISTRIBUCIÓN PARA CONFRONTAR CON LA DESIGUALDAD

     Primero nuestros pibes:

· Garantizar el uso de los recursos fiscales disponibles para promover de manera inmediata una asignación universal para todos los menores de 18 años y generalizar la ayuda escolar obligatoria.

     Sobre la Seguridad Social:

· Disolver el Régimen de AFJP y reapropiar para la Seguridad Social Pública los aportes de los trabajadores activos

· Restituir las contribuciones patronales a los niveles vigentes en 1993 

· Incrementar el haber mínimo jubilatorio

· Instituir la vigencia de una asignación para todos los mayores de 65 años que no tienen cobertura previsional con valores equivalentes al haber mínimo jubilatorio.

    Sobre los Servicios Públicos:

· Universalizar el acceso a los servicios públicos esenciales, lo cual supone tanto la vigencia de la tarifa social como la prioridad de la inversión educativa y la necesidad de afirmar un sistema universal de cobertura sanitaria.

    Sobre el trabajo:

· Privilegiar el desarrollo y expansión de un área de economía popular, social y pública recuperando en ese marco y como mecanismo concreto de financiamiento la idea del seguro de empleo y formación para todos los jefes de hogar desocupados.

     Sobre los salarios:

· En el marco expuesto y fortalecida por lo tanto la capacidad de discusión salarial de los trabajadores, promover la negociación colectiva, la formalización del trabajo  y la readecuación del mínimo salarial y los básicos en función de la situación vigente. Debe consignarse que en la Argentina actual el salario promedio de los trabajadores registrados apenas alcanza a cubrir la canasta correspondiente a la línea de pobreza,  los no registrados tienen ingresos un 50% inferiores y el promedio de ingresos de los trabajadores argentinos es un 27% inferior a la misma.

     Sobre la legislación laboral

      Derogar las normas flexibizadoras que fueran  impuestas durante la dictadura militar  y durante la década de los noventa, y que han destruido el derecho laboral en la Argentina. 
     Sobre los recursos:

· Éstos deben surgir tanto de la vigencia de políticas públicas que favorezcan la capacidad de los trabajadores de disputar salarialmente los beneficios del crecimiento económico, como del impulso concreto a una reforma impositiva que modifique drásticamente la composición del sistema tributario nacional a efectos de garantizar mayor equidad en el reparto de las cargas y elevar sustancialmente los niveles de recaudación.

II. AUTONOMÍA NACIONAL, NUEVO PROYECTO PRODUCTIVO Y REINDUSTRIALIZACION

· Defensa del mercado interno, lo cual supone revisar la apertura hoy vigente sobre la base de entender que esto no se resuelve con la sola modificación del valor del dólar. Exige una activa decisión del Estado para afirmar un nuevo proyecto productivo.

· Recuperar la decisión nacional en materia de organización del sistema financiero. Cuestión que implica replantear el rol del Banco Central, derogar la ley de Entidades Financieras de la dictadura y privilegiar el papel del sistema financiero como servicio público fortaleciendo el rol de los Bancos estatales y de la banca social.

· Renacionalización y Control Público sobre la infraestructura privatizada, evitando el saqueo de nuestros recursos naturales y controlando muy particularmente la situación de aquellos que son de carácter no renovable. 

· Promover el desarrollo científico y tecnológico en base a instrumentos como el Compre Nacional que debe regular también el poder de compra de aquellas empresas públicas que se mantengan en manos privadas.

· Lo expuesto exige revisar las políticas frente al FMI en el marco de la negociación del endeudamiento externo, recuperando plena autonomía en el manejo de nuestra política económica. Supone también sostener y profundizar los pasos ya dados en materia de inserción regional y mundial privilegiando la experiencia del Mercosur y América Latina y rechazando la afirmación del ALCA en la región 

III. DEMOCRATIZACIÓN COMO CONDICIÓN PARA LA EMANCIPACIÓN

· Lucha contra la impunidad y erradicación de las mafias que limitan y desnaturalizan el funcionamiento del Estado argentino. Promover procesos de democratización que garanticen el control comunitario sobre el Poder Judicial, las Instituciones policiales y el Servicio Penitenciario. En particular entendemos como indispensable intervenir, depurar y disolver el esquema actual de la policía bonaerense y del servicio penitenciario provincial

· Desprocesamiento de los dirigentes sociales.

· Afirmación de mecanismos institucionales que garanticen la vigencia de la libertad y la democracia sindical.

· Promover la movilización y organización de nuestro pueblo, a través de instrumentos como la consulta popular, como modo de sostener el impulso y la afirmación de un rumbo de mayor justicia. 
Desde ese lugar, frente a la actual situación y con estos objetivos es que nos convocamos a: 


1-Realizar una Jornada Nacional de Movilización para el próximo 12 de mayo instalando estas propuestas y priorizando nuestro objetivo de ningún hogar pobre en la Argentina. A saber:

a- La implementación de una Asignación Universal para todos lo menores de 18 años y generalizar para el conjunto de las familias del país la ayuda escolar obligatoria. Nos hacemos cargo de este modo de una dramática realidad: en la Argentina la pobreza tiene cara de pibe, la mayor parte de los pobres son pibes y la mayor parte de los pibes son pobres.
b- La implementación de una Asignacion Universal para todos los mayores de 65 años que no tienen cobertura previsional, equivalente al haber mínimo jubilatorio, el cual también debe incrementarse.
2-En función de lo expuesto, se promoverán reuniones con las diferentes organizaciones populares (pequeños y medianos empresarios, estudiantes, organismos de derechos humanos, organizaciones sociales y partidos políticos), solicitando también una reunión con el Presidente de la Nación a efectos de considerar y transmitir la visión y las propuestas de los trabajadores nucleados en la CTA.

3-Fortalecer orgánicamente nuestra participación en la Autoconvocatoria contra el ALCA.
4-Convocar conjuntamente con la Coordinadora de Centrales Sindicales del Cono Sur (CCSCS), a la ciudad de Rivera-Santana Do Livramento a un acto el próximo 1° de mayo.
5-Convocar el próximo 23 de abril, a las 17 horas, para marchar desde la sede nacional de la CTA al Ministerio de Trabajo, exigiendo la incorporación de los 94 trabajadores despedidos por la empresa Bridgestone, en el marco de la lucha por la libertad y la democracia sindical.
6-Convocar a plenarios y asambleas de la CTA en todo el país con el objeto de garantizar las acciones propuestas, la política gremial y organizativa, promoviendo una masiva campaña de afiliación, la construcción de las nuevas federaciones (mercantiles, jubilados, transporte, industria y energía), así como también el desarrollo de las restantes áreas estratégicas de la CTA.






Buenos Aires, 16 de abril de 2004.-
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